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Señor 

JUEZ DIECISIETE (17) ADMINISTRATIVO DE BOGOTA. 

E. S. D. 

 

 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación No 11001333501720190010000 

DEMANDANTE: YENNY MARITZA SUAREZ LUNA 

DEMANDADO:  SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E. 

  ASUNTO:            APERTURA INCIDENTE DE LIQUIDACION DE CONDENA     

                             EN ABSTRACTO 

  

 

JORGE ENRIQUE GARZON RIVERA, obrando como apoderado de la 

demandante dentro del proceso de la referencia; de manera respetuosa 

me permito solicitar al Despacho dar inicio al trámite de INCIDENTE DE 

LIQUIDACION DE CONDENA EN ABSTRACTO, a fin de que se determine en 

concreto la materialización de la condena decretada ya que la misma no 

consagra una suma liquida de dinero; por lo cual realizo dentro del término 

oportuno la presente solicitud; sustento mi petición en base a los siguientes 

argumentos: 

 

1. Mediante sentencia proferida el 26 mayo del 2021 , su señoría 

ordenó: 
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2. La sentencia en mención fue modificada por el Honorable Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca Sección C. Magistrado Ponente 

RAMIRO IGNACIO DUEÑAS RUGNON el día 30 septiembre del 2022  

así: 
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3. Mediante auto de fecha 19 enero del 2023, su señoría ordenó                                       

obedecer y cumplir lo resuelto por el superior. 

 

4. Teniendo en cuenta que en ninguna de las dos sentencias en mención, 

se establece la cuantía, elevo dentro del término la presente solicitud a 

fin de que se determine en concreto la materialización de la condena 

decretada ya que las mismas no consagran una suma liquida de dinero; 

para ello allego la liquidación motivada, especificando la cuantía, de 

la cual solicito se le corra traslado a la parte demandada. 

 

FUNDAMENTOS DE LA APERTURA DEL INCIDENTE  

 

La presente solicitud encuentra su fundamento jurídico en los artículos 193 

209 y 210 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo: 

• Articulo 193 Condenas en abstracto. Las condenas al pago de 

frutos, intereses, mejoras, perjuicios y otros semejantes, impuestas en 

auto o sentencia, cuando su cuantía no hubiere sido establecida 

en el proceso, se harán en forma genérica, señalando las bases con 

arreglo a las cuales se hará la liquidación incidental, en los términos 

previstos en este Código y en el Código de Procedimiento Civil. 

Cuando la condena se haga en abstracto se liquidará por incidente 

que deberá promover el interesado, mediante escrito que 

contenga la liquidación motivada y especificada de su cuantía, 

dentro de los sesenta (60) días siguientes a la ejecutoria de la 

sentencia o al de la fecha de la notificación del auto de 

obedecimiento al superior, según fuere el caso. Vencido dicho 

término caducará el derecho y el juez rechazará de plano la 

liquidación extemporánea. Dicho auto es susceptible del recurso de 

apelación.  

 

•  Artículo 209. Incidentes. Solo se tramitarán como incidente los 

siguientes asuntos: 1. Las nulidades del proceso. 2. La tacha de 

falsedad de documentos en el proceso ejecutivo sin formulación de 

excepciones y las demás situaciones previstas en el Código de 

Procedimiento Civil para ese proceso. 3. La regulación de 

honorarios de abogado, del apoderado o sustituto al que se le 

revocó el poder o la sustitución. 4. La liquidación de condenas en 

abstracto. 5. La adición de la sentencia en concreto cuando entre 

la fecha definitiva y la entrega de los bienes se hayan causado 

frutos o perjuicios reconocidos en la sentencia, en los términos del 

artículo 308 del Código de Procedimiento Civil. 6. La liquidación o 
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fijación del valor de las mejoras en caso de reconocimiento del 

derecho de retención. 7. La oposición a la restitución del bien por el 

tercero poseedor. 8. Los consagrados en el capítulo de medidas 

cautelares en este Código. 9. Los incidentes previstos en normas 

especiales que establezcan procesos que conozca la Jurisdicción 

de lo Contencioso Administrativo. 

 
• Artículo 210. Oportunidad, trámite y efecto de los incidentes y de 

otras cuestiones accesorias  

 
El incidente deberá proponerse verbalmente o por escrito durante 

las audiencias o una vez dictada la sentencia, según el caso, con 

base en todos los motivos existentes al tiempo de su iniciación, y no 

se admitirá luego incidente similar, a menos que se trate de hechos 

ocurridos con posterioridad. 

 

La solicitud y trámite se someterá a las siguientes reglas: 

 

1. Quien promueva un incidente deberá expresar lo que pide, los 

hechos en que se funda y las pruebas que pretenda hacer valer. 

 

2. Del incidente promovido por una parte en audiencia se correrá 

traslado durante la misma a la otra para que se pronuncie y en 

seguida se decretarán y practicarán las pruebas en caso de ser 

necesarias. 

 

3.Los incidentes no suspenderán el curso del proceso y serán 

resueltos en la audiencia siguiente a su formulación, salvo que 

propuestos en audiencia sea posible su decisión en la misma. 

 

4.Cuando los incidentes sean de aquellos que se promueven 

después de proferida la sentencia o de la providencia con la cual 

se termine el proceso, el juez lo resolverá previa la práctica de las 

pruebas que estime necesarias. En estos casos podrá citar a una 

audiencia especial para resolverlo, si lo considera procedente. 

Cuando la cuestión accesoria planteada no deba tramitarse como 

incidente, el juez la decidirá de plano, a menos que el Código de 

Procedimiento Civil establezca un procedimiento especial o que 

hubiere hechos que probar, caso en el cual a la petición se 

acompañará prueba siquiera sumaria de ellos, sin perjuicio de que 

el juez pueda ordenar la práctica de pruebas. 

 

PETICION  

- Sírvase aceptar la solicitud de apertura del Incidente de liquidación 

de condena en abstracto y ordénese correrle traslado a la parte 

demandada de la liquidación allegada con el presente incidente.   
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- Ordénese a la parte actora allegar la liquidación de crédito 

en mención para lo pertinente. 

 

NOTIFICACIONES 

 

• La entidad demandada SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE 

SALUD SUR E.S.E. al correo electrónico: 

notificacionesjudiciales@subredsur.gov.co 

 

• El suscrito JORGE ENRIQUE GARZON RIVERA en la Avenida 

Jiménez No. 8 A – 44 oficina 405 teléfonos 2433948 de Bogotá 

D.C, o en la secretaria del despacho. 

Email:  recepciongarzonbautista@gmail.com. 

 

Atentamente, 

 

JORGE ENRIQUE GARZON RIVERA. 

C.C. No 79.536.856 Bogotá 

T.P. 93.610 Del C.S.J. 
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                   CER366117  CER357757 

 
Bogotá, D.C.CERTIFICADO  
 CREMIL: 20656851 

SIOJ: 90108 
No.      212-                                                       
Señores 
JUZGADO DIECISIETE ADMINISTRATIVO DE BOGOTA 
SECCIÓN SEGUNDA 

Atn. Dra: LUZ MATILDE ADAIME CABRERA 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co   

Bogotá, D.C. 
 
PROCESO No. 11001 33 35 017 2020 00390 00 

DEMANDANTE MARILU ALZATE HERNANDEZ 

DEMANDADA LA NACION – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES 

 

  

ASUNTO: Sustitución pensional  

 
MAURICIO GOMEZ MONSALVE, domiciliado en Bogotá D.C., identificado con cédula de 
ciudadanía No. 7.303.393 de Chiquinquirá, Abogado con Tarjeta Profesional No. 62.930 del 
Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi condición de apoderado judicial de la Caja 
de Retiro de las Fuerzas Militares, de conformidad con el poder a mí conferido por el señor 
MG (RA) LEONARDO PINTO MORALES, en su calidad de Director y Representante Legal 
de la Entidad, me permito CONTESTAR LA DEMANDA de la referencia, en los siguientes 
términos: 
 

HECHOS: 
 

El primero: Es cierto   
 
El segundo: Es cierto   
 
El tercero: No me consta debe probarse   
 
El cuarto: No me consta debe probarse   
 
El quinto: Es parcialmente cierto  
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El sexto: Es cierto   
 
El séptimo: Es cierto   
 
El octavo: Es parcialmente cierto     
 
El noveno: Es cierto  
 
El décimo: Es cierto  
 
El once: Es cierto 
 
El doce: Es cierto 
 
El trece: Es parcialmente cierto 
 
El catorce: Es cierto 
 
El quince: Es cierto 
 
El dieciséis: No me consta debe probarse  
 

ANTECEDENTES 
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Razón por la cual mediante resolución No. 19280 del 27 de septiembre del 2018, confirmada 
por la resolución No 1213 del 1 de marzo del 2019, se ordenó el pago de los haberes 
dejados de cobrar por el causante y el reconocimiento y pago de la pensión de beneficiarios 
a favor del señor MARCOS AGUSTIN ANDRADE y de la señora LUZ DARY MENDOZA DE 
ANDRADE, en su calidad de padres y se  negó el reconocimiento y pago de la sustitución 
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pensional del señor Sargento Primero ® del Ejercito EDWIN ANDRES ANDRADE 
MENDOZA, a la señora MARILU ALZATE HERNANDEZ, en calidad de compañera 
permanente, toda vez que revisado el expediente administrativo del mencionado militar, se 
encuentra que no existen elementos de juicio que permitan establecer que efectivamente la 
peticionaria convivio en una relación de ayuda mutua y afecto bajo el mismo techo hasta la 
fecha de fallecimiento del militar, de conformidad con lo dispuesto por el literal a) del 
parágrafo 2, del artículo 11, del Decreto 4433 de 2004, que establece que la cónyuge o la 
compañera, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante no menos de 
cinco (5) años continuos inmediatamente anteriores a su muerte. 
 

RAZONES DE LA DEFENSA 
 
LEGALIDAD DE LAS ACTUACIONES DE LA CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS 

MILITARES 

 

La Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, es un establecimiento público delorden nacional, 
adscrito al Ministerio de Defensa Nacional, encargado de reconocer y pagar las 
asignaciones de retiro y pensión de beneficiarios a los afiliados que acrediten tal derecho, 
con sujeción a la normatividad aplicable y vigente a la fecha de reconocimiento. 
 
Al respecto, es del caso señalar que desde la misma Constitución de 1886, los derechos y 
obligaciones, así como el régimen de carrera, prestacional y disciplinario de los miembros de 
las Fuerzas Militares, han hecho parte de un régimen especial que le es propio, diferente del 
régimen general al cual hacen parte todos los demás trabajadores; dicha situación 
actualmente, se encuentra contenida en el artículo 217 inciso 3 de nuestra carta magna, el 
cual reza: 
 

“La ley determinará el sistema de reemplazos en las Fuerzas Militares, así como 
los ascensos, derechos y obligaciones de sus miembros y el régimen especial de 
carrera, prestacional y disciplinario, que le es propio.” 
 

En desarrollo de los diferentes preceptos constitucionales, se han proferido diferentes 
disposiciones legales, por las cuales se reglamenta y organiza la carrera de oficiales y 
suboficiales de las Fuerzas Militares como son entre otros los Decretos 3071 de 1968, 
Decreto 2337 de 1971, Decreto 612 de 1977, Decreto 089 de 1984, Decreto 095 de 1989, 
Decreto Ley 1211 de 1990 encontrándose vigente al momento de los hechos y actualmente 
vigente el Decreto 4433 de 2004. 
 
Ahora bien, de acuerdo con la revisión del expediente administrativo, se pudo concluir que la 
señora MARILU ALZATE HERNANDEZ, no pudo acreditar la convivencia con el militar en 
mención.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, se estableció que no existen elementos de juicio para 
determinar que efectivamente la peticionaria acreditara que estuvo haciendo vida marital con 
el causante no menos de cinco (5) años continuos inmediatamente anteriores a su muerte, 
razón por la cual fue procedente negarle a la peticionaria la sustitución pensional, mediante 
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Resolución No. 19280 del 27 de septiembre del 2018, confirmada por la resolución No 1213 
del 1 de marzo del 2019, de conformidad con lo dispuesto en el literal a) del parágrafo 2 del 
artículo 11, del Decreto 4433 de 2004. 
 
Al respecto y frente al caso en comento es necesario precisar que las decisiones adoptadas por la 

Entidad tuvieron su fundamento en el Decreto 4433 de 2004, por medio del cual se fija el régimen 

pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, el cual establece: 

 
“ARTICULO 11. (...) 

 

PARÁGRAFO 2. Para efectos de la sustitución de la asignación de retiro o de la pensión de 

invalidez, cuando exista cónyuge y compañero o compañera permanente, se aplicarán las siguientes 

reglas: 

 

a. En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera permanente o compañero permanente o 

supérstite. En caso de que la sustitución de la asignación de retiro o pensión de invalidez se 

cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera permanente o compañero 

permanente o supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante 

hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos 

inmediatamente anteriores a su muerte.” (Negrilla y subrayado fuera de texto). 

 

Por su parte la Ley 933 de 2004, en su artículo 3, establece: 

 
En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera permanente o compañero permanente o supérstite. 

En caso de que la sustitución de la asignación de retiro o pensión de invalidez se cause por muerte 

del pensionado, el cónyuge o la compañera permanente o compañero permanente o supérstite, 

deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya 

convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos inmediatamente anteriores a su 

muerte.” (Negrilla y subrayado fuera de texto). 

 

Conforme a la normatividad antes transcrita, para efectos del reconocimiento de la sustitución 

pensional de la asignación de retiro, debe encontrarse demostrada la convivencia real y afectiva de la 

peticionaria por lo menos de 5 años continuos, inmediatamente anteriores a la muerte del causante, lo 

que no sucede en el caso bajo estudio, toda vez que NO EXISTEN documentos en el expediente 

administrativo del militar, que indiquen y demuestren que la peticionaria  convivió con el 

causante bajo un mismo techo, por un tiempo superior a 5 años inmediatamente anteriores a la 

muerte del mismo. 

 
Frente al caso en comento, es preciso señalar que, en el régimen especial consagrado para la fuerza 

pública, se establece por regla general que el derecho a la sustitución pensional   le asiste al cónyuge o 

compañero (a) permanente sobreviviente, EXCEPTO cuando: 

 

 Exista separación legal y definitiva de cuerpos o, 

 Cuando al momento del deceso del oficial o suboficial no hiciere vida en común con él.   

 Cuando no haya acreditado convivencia con el causante por lo menos cinco años continuos 

inmediatamente anteriores a su muerte. 
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Se tienen entonces que la NO ACREDITACION DE CONVIVENCIA por lo menos de 5 años 
continuos inmediatamente anteriores a la muerte del causante, por parte de la peticionaria, 
ES CAUSAL para no acceder al derecho reclamado, toda vez que la convivencia con el 
militar especialmente hasta el momento de su fallecimiento, resulta ser el factor 
determinante para acceder a la sustitución pensional dado el criterio material, es decir, la 
convivencia real y afectiva, y no un criterio meramente formal; criterio este ampliamente 
acogido jurisprudencialmente, razón por la cual se le negó el reconocimiento de la prestación 
a la señora MARILU ALZATE HERNANDEZ, en su calidad de compañera permanente, toda 
vez que: 

 

 

 
 

 
 

 
 

 
 

Lo anterior conduce a afirmar, que los actos administrativos proferidos en el caso sub examine, 

estuvieron ajustados a la Ley, motivo por el cual no se desvirtúa la PRESUNCION DE 

LEGALIDAD de estos. 

 

En el presente caso, la Entidad profirió los actos administrativos acusados, con fundamento en el 

régimen especial establecido para tal fin, es decir que esta Caja actuó conforme a derecho, motivo 

suficiente para no desvirtuar la legalidad de sus actos y en consecuencia se deben negar la suplicas de 

la demanda. 

 

EN CUANTO A LA CONDENA EN COSTAS Y AGENCIAS EN DERECHO 
 

Tal como lo ha definido la jurisprudencia, las costas procesales, son aquellos gastos que se 
deben sufragar en el trámite de un proceso y éstas se componen de expensas y agencias en 
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derecho. Las expensas son las erogaciones distintas al pago de los honorarios del abogado, 
como el valor de las notificaciones, los honorarios de los peritos, los impuestos de timbre, 
copias, registros, pólizas, entre otras, mientras que las agencias en derecho, sí 
corresponden a los gastos u honorarios del abogado, que el Juez reconoce 
discrecionalmente a favor de la parte vencedora atendiendo a los criterios sentados en el 
numeral 3° del artículo 393 del C.P.C. (Consejo de Estado, Sección Cuarta, sentencia del 5 
de octubre de 2001, Exp.12425). 
 
Corolario de lo anterior, es pertinente traer a colación lo establecido en el artículo 188 de la 
ley 1437 de 2011 la cual indica: 
 

Artículo 188. Condena en costas.Salvo en los procesos en que se ventile un interés 
público, la sentencia dispondrá sobre la condena en costas, cuya liquidación y 
ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento Civil. 
 

Así las cosas, la nueva legislación faculta al juez para decidir sobre las costas y remite a las 
normas de procedimiento civil, normas que actualmente están consignadas en el artículo 
392 del Código de Procedimiento Civil que señala en sus incisos 6 y 9, lo siguiente: 

Artículo 392. Condena en costas. 

En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia 
la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas:  

(…) 6. En caso de que prospere parcialmente la demanda, el juez podrá abstenerse 
de condenar en costas o pronunciar condena parcial, expresando los fundamentos de 
su decisión.  

9. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y en 
la medida de su comprobación.  

Lo anterior quiere decir que, en materia de lo Contencioso Administrativo, la condenación en 
costas se rige por un concepto objetivo, en el cual se debe verificar la prosperidad de las 
pretensiones. 

Aunado a lo anterior, la Entidad, no ha realizado actos dilatorios, ni temerarios ni encaminados a 

perturbar el procedimiento. 

 

Por favor, tener en cuenta la sentencia del Honorable Consejo de Estado, de fecha 7 de abril 
del 2016, Consejero Ponente: WILLIAM HERNANDEZ GOMEZ, radicado número: 13001 23 
33 000 2013 00022 Actor: JOSE FRANCISCO GUERRERO VARDI, vario la tesis que venía 
adoptando frente a la imposición de la condena en costas y acogió el criterio objetivo. 
 

“Ahora bien, a raíz de la expedición del nuevo Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en anteriores oportunidades y en 
materia de condena en costas, la Subsección A sostuvo que el artículo 188 de la Ley 
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1437 de 2011, no implicaba la condena de manera “automática” u “objetiva”, frente a 
aquel que resultara vencido en el litigio. 
Ello, en consideración a que debían observarse una serie de factores, tales como la 
temeridad, la mala fe y la existencia de pruebas en el proceso sobre los gastos y 
costas en el curso de la actuación, en donde el juez debía ponderar dichas 
circunstancias y sustentar la decisión, existiendo un margen de análisis mínimo en el 
que el juez evaluara las circunstancias para imponerla, o no1. 
 

Sin embargo, en esta oportunidad la Subsección A varía aquella posición y acoge el criterio objetivo 

para la imposición de costas (incluidas las agencias en derecho) al concluir que no se debe evaluar la 

conducta de las partes (temeridad o mala fe).  Se deben valorar aspectos objetivos respecto de la 

causación de las costas, tal como lo prevé el Código General del Proceso, con el fin de darle plena 

aplicación a su artículo 365.” 

De otro lado, es necesario señalar que el artículo 164 del C.P.C.A., numeral 2, literal d), en 
concordancia con el numeral 1, literal c), establecen respecto a la caducidad de las 
acciones, lo siguiente: 

“La de restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro (4) meses contados a partir 
del día siguiente al de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto, según 
el caso. Sin embargo, los actos que reconozcan prestaciones periódicas podrán demandarse 
en cualquier tiempo por la administración o los interesados, pero no habrá lugar a 
recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe. “(Subrayas fuera de 
texto); cabe señalar que la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES no puede 
cancelar dos veces la misma prestación periódica, en detrimento de los intereses del Estado, 
pues en el caso sub examine, tenemos que el pago realizado a favor del señor MARCOS 
AGUSTIN ANDRADE y de la señora LUZ DARY MENDOZA DE ANDRADE, en su calidad 
de padres, en un 50% para cada uno, se realizó con base en un reconocimiento legal de 
conformidad con la normatividad vigente sobre la materia. 

En el caso sub examine la actuación de la caja de retiro de las fuerzas militares estuvo 
ajustada a la ley motivo por el cual no puede condenarse a la nación a un doble pago por el 
tiempo en que se ha pagado el 100% de la prestación en cabeza de los padres del militar. 
 
Por tal motivo es necesario precisar que en el evento que el despacho encuentre que a la 
demandante le asiste derecho para solicitar la sustitución pensional reclamada, no se le 
puede condenar a la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES a cancelar dos 
veces la misma prestación periódica, en detrimento de los intereses del Estado, pues en el 
caso sub lite, tenemos que la pensión de beneficiarios del señor Sargento Primero ® del 
Ejercito EDWIN ANDRES ANDRADE MENDOZA, fue cancelada a favor del señor MARCOS 
AGUSTIN ANDRADE y de la señora LUZ DARY MENDOZA DE ANDRADE, en su calidad 
                                            
1
Ver entre otras, sentencias de 15 de abril de 2015, C.P. Alfonso Vargas Rincón (E), expediente No. 1343-2014. Actor: 

Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP, 
sentencia de 15 de octubre de 2015, Expediente: 4383-2014, Actor: Rosa Yamile Ángel Arana, C.P. Sandra Lisset Ibarra 
Vélez (E), sentencia de 20 de enero de 2015, expediente número: 4583-2013, Actor: Ivonne Ferrer Rodríguez, M.P. Dr. 
Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. 
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de padres, en un 50% para cada uno, desde la fecha de fallecimiento del militar, es decir el 
31 de marzo de 2018 hasta la fecha en que fue suspendido el pago del 100% de la cuota 
parte del señor MARCOS AGUSTIN ANDRADE y de la señora LUZ DARY MENDOZA DE 
ANDRADE, mediante orden interna. 

Lo anterior para tenerse en cuenta, pues si llegara a proceder el reconocimiento solicitado 
por la parte demandante, éste deberá operar desde la fecha en que se le suspende el  pago 
del derecho a la cuota parte del 100% de la prestación del señor MARCOS AGUSTIN 
ANDRADE y de la señora LUZ DARY MENDOZA DE ANDRADE, mediante orden interna o 
de ejecutoria del fallo que así lo dispone y no a partir de la fecha del reconocimiento, toda 
vez que los actos administrativos proferidos en el caso bajo estudio, tuvieron como 
fundamento la ley, teniendo en cuenta las pruebas aportadas al expediente administrativo 
que permitieron determinar a la entidad, dar el 100% de la prestación a los beneficiarios de 
la referencia.  
 

EXCEPCIONES 
 

NO CONFIGURACIÓN DE CAUSAL DE NULIDAD 

 
De otra parte, es preciso señalar que el artículo 137 del C.P.C.A, establece cuando es 
procedente declarar la nulidad de los actos administrativos, así: 

 

- Cuando los actos administrativos infrinjan normas en que debían fundarse. 
- Cuando hayan sido expedidos por funcionarios u órganos incompetentes. 
- Cuando hayan sido expedidos en forma irregular. 
- Cuando hayan sido expedidos con desconocimiento del derecho de audiencias y 

defensa. 
- Cuando hayan sido expedidos con falsa motivación. 
- Cuando hayan sido expedidos con desviación de las atribuciones propias del 

funcionario o corporación que los profirió. 
 

En el caso bajo estudio, no se da causal alguna de nulidad de los actos administrativos 
proferidos y por el contrario las actuaciones realizadas por la Caja de Retiro de las Fuerzas 
Militares se ajustan a las normas vigentes al momento de los hechos, aplicables a los 
miembros de las Fuerzas Militares. 
 
En consecuencia, solicito a este honorable despacho negar las pretensiones de la demanda. 

 

PRUEBAS 

 

De conformidad con el parágrafo 1º. Del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 esta entidad 
pública demandada allega copia del expediente administrativo en lo que se refiere a los 
antecedentes que dieron origen a la controversia, en ciento ochenta y un (181) folios.  
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Así mismo, me permito indicarle al Despacho de la manera más respetuosa que el 
expediente administrativo del militar lo conforman varios cuadernillos, entre ellos:  
correspondencia, embargos, cumplimiento de sentencias (por diferentes asuntos), subsidio 
familiar, etc., por lo que no se remite la totalidad de este por considerar que no constituyen 
una prueba conducente y pertinente dentro de esta causa en tanto que sí se generan costos 
a cargo del erario.  
 
No obstante, lo anterior, si el despacho considera que se debe aportar la totalidad de los 
cuadernillos que conforman el expediente administrativo del militar en forma inmediata, esta 
defensa estará presta a atender su solicitud.  

 
ANEXOS 

 Poder para actuar  

 Decreto de nombramiento de Director General. 

 Acta de posesión del Director General de la Caja de Retiro de las FF.MM.  

 Resolución No 30 del 04 de enero del 2013. 
 

NOTIFICACIONES 
 
La Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, al señor MG (RA) LEONARDO PINTO 
MORALES, Director General y Representante Legal, tiene domicilio en la ciudad de Bogotá 
D.C., y recibe notificaciones en el Edificio Bachué, Carrera 10 No. 27-27 Oficina 214. 
 
Adicionalmente y para los efectos de notificaciones y comunicaciones establecidas en la Ley 
1437 de 2011 me permito indicar que la dirección oficial por medio electrónico es la 
siguiente: notificacionesjudiciales@cremil.gov.co o por medio de la página web de la 
Entidadwww.cremil.gov.colink notificaciones judiciales.  

 
El suscrito apoderado en Bogotá, D. C. en el Edificio Bachué Carrera 10 No. 27-27, teléfonos 
3537300 Exte. 2288 o, teléfono móvil personal número 315 3518001, correo electrónico 
institucional notificacionesjudiciales@cremil.gov.co. 
 
Cordialmente, 
 

 
MAURICIO GOMEZ MONSALVE 
C.C. 7.303.393 de Chiquinquirá 
T.P. No. 62.930 del C.S.J. 

 
Anexo:     (    Hojas) 
 
 

mailto:notificacionesjudiciales@cremil.gov.co
http://www.cremil.gov.co/
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Doctora: 
LUZ MATILDE ADAIME CABRERA 
JUZGADO DIECISIETE (17) ADMINISTRATIVO 
BOGOTÁ D. C. 
 

Referencia: Contestación de la demanda.  
Medio de Control: de nulidad y restablecimiento del derecho 
Radicación: 110013335-017-2020-00390-00 
Demandante: MARILÚ ALZATE HERNÁNDEZ 
Demandado: CREMIL, LUZ DARY MENDOZA DE ANDRADE Y MARCOS AGUSTÍN ANDRADE 
Litis consorte Necesario: BIBIANA SOTO VARGAS C. C. No. 66.766.222 de Palmira-Valle 

 
II. IDENTIFICACIÓN DEMANDADO Y SU APODERADO 

 
Demandados: LUZ DARY MENDOZA DE ANDRADE, beneficiaria de asignación de retiro 
de CREMIL, identificada con cédula de Ciudadanía No. 31.152.570 expedida en la Ciudad 
de Tuluá-Valle y MARCOS AGUSTÍN ANDRADE, beneficiario de asignación de 
retiro de CREMIL, identificada con cédula de Ciudadanía No. 16.243.443 expedida en la 
Ciudad de Palmira-Valle, los dos domiciliados en la ciudad de Palmira-Valle. 
 
Apoderado: JOSÉ GERARDO ESTUPIÑÁN RAMIREZ, identificado con Cédula de 
Ciudadanía 87714039 de Ipiales y portador de la T. P. No. 149174 del C.S.J., domiciliado 
en el Municipio de Chía-Cundinamarca: 
 
Litis consorte necesario: BIBIANA SOTO VARGAS, identificada con C. C. No. 66.766.222 
de Palmira-Valle, viuda del Señor EDWIN ANDRÉS ANDRADE MENDOZA. 
 

II.  PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES Y LOS HECHOS: 

De las pretensiones:  

1. Se solicita muy respetuosamente a esta Honorable Magistratura que se declare la 

nulidad de los siguientes actos administrativos. 

 

. Resolución 19280 del 27 de septiembre del 2018 emitida por el Subdirector 

Administrativo Encargado de las Funciones del Director General de la Cja de Retiro de 

la Fuerzas Militares, Teniente Coronel Juan Carlos Lara Lombana, acto administrativo 

por el cual se ordena el pago de los haberes dejados de cobrar por el causante y el 

reconocimiento y pago de sustitución de asignación de retiro del Señor Sargento Primero 

(R) del Ejército  EDWIN ANDRÉS ANDRADE MENDOZA a los señores MARCOS 

AGUSTÍN ANDRADE y LUZ DARY MENDOZA DDE ANDRADE y se niega la prestación 

a la señora MARILÚ ALZATE HERNÁNDEZ. 

. Resolución 1213 01 de marzo de 2019 emitida por el Director General de la Caja de 
Retiro de las Fuerzas Militares Teniente Coronel Juan Carlos Lara Lombana, acto 
administrativo por el cual se resuelve el recurso de reposición presentado en contra la 
Resolución 19280 del 17 de septiembre de 2018. 

NO compartimos esta pretensión, porque es un acto administrativo que contiene los 
requisitos esenciales para la legalidad y especialmente porque su contenido en la parte 
motiva y resolutiva se fundamentan en circunstancias fácticas y jurídicas, plenamente 
demostradas, es imposible la aceptación de los argumentos de la demandante porque 
el causante tenía un matrimonio vigente y consolidado y en esas circunstancias le 
correspondía a la demandante tramitar previamente la declaración de unión marital de 
hecho que hubiere demostrado la convivencia, pero para el caso no existe demostración 
de convivencia de la demandante y el causante que lo único que logra probar son 
encuentros casuales con el causante, por una relación de amistad o compañeros en 
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emprendimientos o negocios. Son esas las razones por las que no agotó un trámite 
esencial como lo era la declaración por vía notarial o judicial de la unión marital de hecho 
y traerlo en su oposición a los actos administrativos. 

Así es consecuente nuestra oposición a las condenas esbozadas por la demandante que 
despojaría de un derecho legal a mis mandantes, padres del causante, avanzados en 
edad, quienes no poseen renta ni pensión, dependían exclusivamente de la generosidad 
de su hijo y ahora de la sustitución de la asignación de retiro. 

De los hechos:  

1. Es cierto. 
2. Es cierto. 
3. Es FALSO, porque el hogar del causante estaba conformado por su esposa 

BIBIANA SOTO VARGAS, con quien contrajo matrimonio desde el 16 de 
noviembre de 2007 y los padres del causante. Prestó sus servicios en distintas 
Brigadas y Ciudades que le otorgaron el Escudo de Armas y sólo ocasionalmente 
visitaba la ciudad de Tuluá donde siempre ha vivido la demandante. 

4. Es FALSO, pero se conoció que el causante tenía algunos negocios y 
emprendimientos con la demandante, se desconoce de los encuentros 
“románticos “o de pareja que insinúa este hecho. 

5. Es cierto que reclamó, pero NO logró demostrar el derecho. 
6. Es cierto. 
7. No nos consta. 
8. Es cierto que la demandante solicito a sus padres que le permitieran conservar 

algunas prendas del causante por razones sentimentales, ellos accedieron 
porque conocían de la gran amistad con su hijo y además es evidente que por los 
negocios y emprendimientos que manejaban sostuvieran un intercambio de 
dinero, hecho que además demuestra la NO convivencia, porque nadie que 
conviva juntos opta por hacerse giros de dinero de una ciudad a otra. 

9. Es cierto. 
10. Es cierto. 
11. Es cierto. 
12. No nos consta. 
13. Es un hecho que intenta prematuramente incorporar elementos de prueba, sin 

ser controvertido por mis representados. 
14. No nos consta. 
15. Es cierto. También nos notificamos de ese acto administrativo. 
16. No es un hecho, sino una conclusión prematura e infundada. 

III. EXCEPCIONES PREVIAS 

Me permito invocar expresamente el contenido de la LEY 1564 DE 2012 en su Artículo 
100. Excepciones previas.  

Salvo disposición en contrario, el demandado podrá proponer las siguientes 
excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda:  

1. Falta de jurisdicción o de competencia. Aunque se analiza la posible competencia de 
la jurisdicción ordinaria laboral, no se argumentará porque finalmente lo esencial es la 
tutela jurisdiccional efectiva de los derechos de mis representados. 

5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida 
acumulación de pretensiones.  Se omitió deliberadamente la constitución de la litis 
consorcio necesaria, al no incluir a la esposa del causante, siendo evidente que la 
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demandante conoce de este hecho y por eso no agotó la demanda que correspondía 
para hacer efectivo el derecho pretendido, sin necesidad de acudir al contencioso 
administrativo y era la declaración de unión marital de hecho en cuyo trámite si habría 
tenido que mencionar que existía un matrimonio vigente del causante. Opta por el 
trámite contencioso administrativo porque aparentemente en esta jurisdicción lo único 
que ataca es la legalidad de los actos administrativos. Consecuencialmente genera una 
ineptitud de la demanda al no cumplir con los requisitos formales que hagan posible el 
establecimiento del contradictorio con todos los sujetos que podrían verse afectados 
con la posible sentencia. 

9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios. No se puede 
continuar el trámite procesal al advertir y demostrar que el causante EDWIN ANDRÉS 
ANDRADE MENDOZA, tenía un matrimonio legal y vigente con la señora BIBIANA SOTO 
VARGAS identificada con C. C. No. 66.766.222 de Palmira-Valle a quien no se ha llamado 
al contradictorio, si bien no se evidencia como parte en el trámite administrativo de 
reconocimiento de la prestación, desconociendo las razones de nuestra parte, nada 
impide que en cualquier momento comparezca ante las autoridades de CREMIL, para 
reclamar los derechos que le corresponden como legítima esposa y bajo el conocimiento 
público de que los derechos derivados de la seguridad social son imprescriptibles. Esa 
hipotética comparecencia daría al traste con cualquier decisión en este trámite 
jurisdiccional. 

Por el contenido del Informe Técnico de Investigación realizado por COSITE 
L.T.D.A., se evidencia sin lugar a equívocos que la demandante conoce 
plenamente del matrimonio contraído con la señora BIBIANA SOTO, sin 
embargo, estratégicamente decide obviar la información, pretendiendo inducir a 
error a la jurisdicción. 

EXCEPCIONES DE FONDO 

1. NO DEMOSTRACIÓN DE LA CONVIVENCIA: 

Sin pretender adelantarnos a la valoración probatoria, propia de etapas posteriores 
del proceso, pero es necesario advertir que la demandante acude a la jurisdicción 
con una estrategia jurídico procesal con la que pretende evadir la obligación 
primordial que para el caso la ley exige como lo es la convivencia con el causante 
para tener derecho a esta prestación y no se trata de cualquier convivencia, sino la 
permanencia ininterrumpida y hasta el último día en que se produce el fallecimiento 
del causante. Eso es posible demostrarlo a través de medios de prueba que 
evidencien la vida marital, es decir no sólo encuentros casuales, sino la efectiva 
consolidación del lazo conyugal. No es como lo quiere argumentar la demanda “la 
ayuda mutua”, esa ayuda se puede presentar entre parientes consanguíneos, entre 
amigos, entre SOCIOS, desde la distancia o compartiendo la mesa, los espacios de 
una casa, de un negocio, etc. 

Paso a anticiparte a un análisis respetuoso de los elementos de prueba aportados 
con la demanda: 

1.1. Historia de giros realizados por medio de la Red Empresarial de Servicios 

S. A. y giros por medio de efecty: 

 

Aunque en el traslado de la demanda, se ven copias poco legibles, lo que se demuestra 

es que entre el Señor EDWIN ANDRÉS ANDRADE MENDOZA y la Señora MARILU 

ALZATE HERNÁNDEZ, existía un intercambio de dinero de una ciudad a otra, 

evidenciando que no estaban juntos, de otra manera porque se giraban el 
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dinero. Siendo la verdad que eran socios y debían tener permanente contacto 

por ese hecho desde otras ciudades distantes donde vivía el causante con su 

esposa, cumpliendo con las cláusulas del matrimonio. 

 

1.2. Fotos digitales de momentos compartidos entre los compañeros 

permanentes: 

 

Las fotografías poco legibles aportadas, tienen la vocación de demostrar que la 

demandante y el causante ocasionalmente departían, por las razones de su 

negocio en un billar de Tuluá, en sus encuentros compartía licor, pero en ninguna 

se evidencia la más mínima expresión o gesto de una pareja que conviva y que 

comparta vida marital como lo exige la ley. 

 

1.3. Oficio No. 20590-01-01-39-37 emitido por el Fiscal 39 Local de URI Tuluá, 

de fecha 1 de abril del 2018. 

 

La muerte violenta se produjó en la ciudad de Tuluá donde vive la demandante, 

a fin de hacer el trámite de entrega de cadáver debió manistar que es la esposa 

del occido y de ese hecho pretende desprender todos los derechos que invoca 

como beneficiaria de la prestación de asignación de retiro. 

Los padres viven en la ciudad de Palmira y la esposa se conoce que vive en 

España, tal como lo informó el padre en la visita realizada por encargo de 

CREMIL. En tal sentido no era posible que comparecieran ante la Fiscalia para 

atender los actos urgentes. 

 

1.4. Informe Técnico de Investigación realizado por COSITE L.T.D.A. 

 

Permite evidenciar una circunstancia que interesa mucho a la excepción previa 

y es que la demandante conocía plenamente del matrimonio vigente ANDRADE-

SOTO. Además, se evidencia que la relación entre la demandante y el causante, 

era de negocios y de encuentros ocasionales que no se pueden tomar como 

unión marital y aun siendo cierto que en algún momento pudieron compartir el 

lecho, los testimonios indican que ya se habían distanciado por las diferencias en 

sus negocios como una taberna y un bar que al parecer les trajo los 

desencuentros. 

2. DEMOSTRACIÓN DE LA DEPENDENCIA DE LOS PADRES DEL CAUSANTE: 

Los padres no tienen ninguna renta ni pensión y su sustento se basaba en la asignación 
de retiro de su hijo, que por fortuna de ellos no tenía descendencia y podía asignar un 
alto porcentaje de la asignación de retiro y además sus negocios privados especialmente 
los que sostenía con su socia MARILU ALZATE HERNÁNDEZ, le permitía asistir a sus 
padres de una manera digna, logrando construir su vivienda y el sustento diario. No era 
posible tenerlos como beneficiarios de salud porque de ese servicio es aún beneficiaria 
su esposa: 

La Señora LUZ DARY MENDOZA de ANDRADE, nació el 1 de noviembre de 1958, es decir 
que a la fecha cuenta con 63 años de edad, sin empleo ni oficio que le permita ingresos 
para su manutención y vida digna, contando sólo con el reconocimiento del 50% de la 

prestación que le dejó su hijo. 
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El Señor MARCOS AGUSTÍN ANDRADE, nació el 24 de abril de 1949, es decir que a la 
fecha cuenta con 72 años de edad, sin empleo ni oficio que le permita ingresos para su 
manutención y vida digna, contando sólo con el reconocimiento del 50% de la prestación 
que le dejó su hijo. 

Así lo demostraron ante CREMIL y por eso se sustituyó en ellos la asignación de retiro 
del causante EDWIN ANDRÉS ANDRADE MENDOZA. Sustraerlos de ese derecho y más 
con estrategias jurídicas y soportes de poca confiabilidad sería atentar contra su vida 
digna y su mínimo vital.  

IV. SOLICITUD DE PRUEBAS 

SOLICITUD PROBATORIA COMÚN: Solicito que se decreten y evalúen las pruebas 
documentales y testimoniales allegadas y solicitadas por la parte demandante en el 
Capítulo VII DE LA DEMANDA, en ese sentido que se permita la participación en las 
practicas probatorias y en caso que la demandante las retire o las renuncie se tengan 
como también solicitadas por esta defensa. 

Además: Documentales: 

1. Registro civil de matrimonio contrayentes: BIBIANA SOTO Y EDWIN ANDRÉS 
ANDRADE, Notaria Segunda del Circuito de Palmira-Valle. 

2. Imágenes de Escudos de Arma que se entregan sólo a los miembros de las 
BRIGADAS Y CIUDADES DONDE PRESTÓ SUS SERVICIOS AL EJÉRCITO 

NACIONAL EL CAUSANTE: EDWIN ANDRÉS ANDRADE MENDOZA. 
3. Declaración notarial del Señor HENRY HERNANDEZ ÁVILA, rendida ante la 

Notaria 3 del Circuito de Palmira. 
4. Certificados de capacitación presencial por distintos lapsos que demuestran que 

prestó sus servicios y por lapsos largos en distintas ciudades o regiones. 
5. Todo el expediente pensional que debe allegar CREMIL con el contenido de todos 

los documentos, declaraciones extra juicio y demás documentos que lograron 
demostrar el derecho a la prestación de mis representados. 

V. FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA DE LA DEFENSA 

Fundamentación fáctica: Quedó plenamente demostrado a través del trámite 
administrativo que concluyó con la Resolución 19280 del 27 de septiembre del 2018 
emitida por el Subdirector Administrativo Encargado de las Funciones del Director 
General de la Caja de Retiro de la Fuerzas Militares, por el cual se ordena el pago de los 
haberes dejados de cobrar por el causante y el reconocimiento y pago de sustitución de 
asignación de retiro del Señor Sargento Primero (R) del Ejército  EDWIN ANDRÉS 
ANDRADE MENDOZA a los señores MARCOS AGUSTÍN ANDRADE y LUZ DARY MENDOZA 
DDE ANDRADE y se niega la prestación a la señora MARILÚ ALZATE HERNÁNDEZ; que 
efectivamente son sus padres los beneficiarios de la prestación y no existe medio de 
prueba que pueda oponerse de manera efectiva a los hechos demostrados. 

Fundamentación jurídica:  

La Ley 923 de 2004 es la norma marco sobre el régimen de asignación de retiro y de 
otras prestaciones correspondientes a los miembros de la fuerza pública. El artículo 3 de 
esta Ley establece el orden de quiénes pueden concurrir como beneficiarios de la 
asignación de retiro por causa de muerte del servidor. Dicho orden fue regulado por la 
reglamentación establecida en el Decreto 4433 de 2004, cuyo artículo 11, numerales 3 
y 4, establece lo siguiente: 
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11.3 Si no hubiere hijos, la pensión corresponderá la mitad al cónyuge o compañero (a) 
permanente sobreviviente, y la otra mitad en partes iguales, para los padres que 
dependían económicamente del causante. 

 11.4 Si no hubiere cónyuge o compañero (a) permanente sobreviviente, ni hijos, la 
prestación se dividirá entre los padres, siempre y cuando dependieran económicamente 
del causante. 

…  

Si respecto de un titular de asignación de retiro o pensionado por invalidez hubiese un 
compañero o compañera permanente, con sociedad anterior conyugal no disuelta y 
derecho a percibir parte de la pensión de que tratan los literales a y b del presente 
parágrafo, dicha pensión se dividirá entre ellos (as) en proporción al tiempo de 
convivencia con el fallecido. 

En caso de convivencia simultánea en los últimos cinco años, antes del fallecimiento del 
causante entre un cónyuge o compañera o compañero permanente, la beneficiaria o el 
beneficiario de la sustitución de la asignación de retiro o de la pensión de invalidez o de 
la pensión de sobreviviente será la esposa o el esposo. 

 Si no existe convivencia simultánea y se mantiene vigente la unión conyugal pero hay 
una separación de hecho, la compañera o compañero permanente podrá reclamar una 
cuota parte de lo correspondiente al literal a en un porcentaje proporcional al tiempo 
convivido con el causante siempre y cuando haya sido superior a los últimos cinco años 
antes del fallecimiento del causante. La otra cuota parte le corresponderá a la cónyuge 
con la cual existe la sociedad conyugal vigente.” (Subrayado fuera de texto) 

Es decir que las pretensiones de la demandante NO tienen ningún respaldo jurídico, 
cuando reclama el 100% de la asignación salarial de retiro.  

Dada la escueta argumentación de la demanda que raya en la temeridad al omitir algo 
tan evidente como lo es la existencia de un matrimonio vigente y mayormente 
“disparatado”, pretender ocultar la normatividad que rige la materia, trascribiendo sólo 
lo conveniente, no merece mayor argumentación para oponernos a sus pretensiones y 
atenernos a la decisión de la jurisdicción que deberá de entrada resolver las excepciones 
previas que son fundamentales para el futuro de este proceso. 

VII. NOTIFICACIONES 
 
Al suscrito apoderado recibo notificaciones personales en mi oficina ubicada en la 
Carrera  1 A No.  18-01 Piso 2 en la ciudad de Chía-Cundinamarca. Teléfono: 
3175141474. Email: notificacionesavancemos@gmail.com  
 
A la demandada, a través de su apoderado. 
 
 
Atentamente, 
 
 

 
JOSÉ GERARDO ESTUPIÑÁN RAMÍREZ 
C.C. No. 87.714.039 de Ipiales Nariño 
T.P. No. 149174 del C.S.J. 
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BRIGADAS Y CIUDADES DONDE PRESTÓ SUS SERVICIOS AL EJÉRCITO NACIONAL EL CAUSANTE: 

EDWIN ANDRÉS ANDRADE MENDOZA
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JAVIER MALAVERA DAZA
ABOGADO

Señor
JUZGADO DIECISIETE ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ D.C. - SECCIÓN SEGUNDA
E. S. D.

REFERENCIA. - NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO/LESIVIDAD
DEMANDANTE. - UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP
DEMANDADO. - LISBETH CECILIA GONZÁLEZ ÁLVAREZ

EXPEDIENTE. - No. 11001333501720220044000

ASUNTO. - RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO DE APELACIÓN
CONTRA EL AUTO DE FECHA 15 DE SEPTIEMBRE DE 2023 Y
NOTIFICADO EL 21 DE SEPTIEMBRE DE 2023.

JAVIER MALAVERA DAZA, abogado en ejercicio, portador de la T.P. No.165.521
del C.S.J. e identificado con la cédula de ciudadanía No. 80.155.080 de Bogotá
D.C., obrando en mi condición de apoderado judicial de la parte demandada
en el asunto de referencia, por medio del presente escrito, respetuosamente
presento recurso de reposición y en subsidio apelación contra el auto proferido
el quince (15) de septiembre de dos mil veintitrés (2023), notificado mediante
anotación en el estado No. 27 del veintiuno (21) de septiembre de dos mil
veintitrés (2023), mediante el cual la señora Juez dispuso lo siguiente:

“PRIMERO: Reponer el auto Interlocutorio No. 539 del 29 de agosto de 2023,
mediante el cual se negó la medida cautelar de suspensión provisional de los
actos administrativos demandados, conforme lo expuesto en la parte motiva de
esta providencia.

SEGUNDO: Decretar la medida cautelar de suspensión provisional sobre la
Resolución No. RDP 19017 del 28 de mayo de 2018, mediante la cual se
reconoció y ordenó pagar pensión de sobrevivientes con ocasión del
fallecimiento de Eduardo Villate Bobadilla, favor de la señora Lisbeth Cecilia
González Álvarez, por las razones expuestas en precedencia.”

Cabe resaltar que el motivo por el cual, la Entidad demandante solicitó el
decreto de medidas cautelares en el presente proceso, esto es, la suspensión
provisional de la Resolución No. RDP 19017 del 28 de mayo de 2018, mediante la
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JAVIER MALAVERA DAZA
ABOGADO

cual se reconoció y ordenó pagar a favor de la parte demandada, la pensión
de sobrevivientes con ocasión del fallecimiento del señor Eduardo Villate
Bobadilla, por no encontrase ajustados a derecho, aludiendo según la Entidad,
“... la violación de las disposiciones invocadas una vez se efectúa el análisis del
acto demandado, se lleva a cabo su confrontación con las normas superiores
invocadas como violadas, la demostración del perjuicio irremediable, así como
el estudio de las pruebas allegadas al presente medio de control”.

Sobre el particular cabe señalarse que la medida de suspensión provisional de
los actos administrativos está encaminada a conjurar temporalmente sus
efectos y puede decretarse por violación de las disposiciones invocadas en la
demanda o en el escrito que contenga la solicitud de la medida, cuando tal
violación surja: a) del análisis del acto demandado y su confrontación con las
normas superiores invocadas como violadas o b) del estudio de las pruebas
allegadas con la solicitud; sin embargo, en la medida en que la pretensión se
oriente “al restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios”,
deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos”.

Sin embargo, en atención de lo anterior se concluye que la medida cautelar tal
y como está planteada, no puede concluirse en un perjuicio irremediable para
la Entidad, pues no existe prueba, ni siquiera sumaria, que permita predicar su
configuración, pues, por el contrario, en una ponderación de intereses, la
medida resulta más gravosa para la demandada teniendo en cuenta que
vulnera sus derechos fundamentales a la dignidad humana, el mínimo vital y la
seguridad social, dado que se trata de una persona de la tercera edad que no
puede atender sus necesidades básicas debido a la falta de recursos propios
para su sustento vital y cuya única fuente de ingreso es la pensión de
sobreviviente reconocida con ocasión del fallecimiento de su compañero
permanente, el señor Eduardo Villate Bobadilla, siendo un deber Constitucional
del Estado, el procurar por una “vida digna” de sus ciudadanos, pero más
exigente es el deber de procurarles una “muerte digna”.

En consecuencia, el mínimo vital de mi mandante, como persona de la cuarta
edad, tiene protección constitucional y, teniendo en cuenta las
particularidades de la enferma anciana, a quien la señalada contraprestación
le permite satisfacer sus necesidades como la compra de pañales desechables,
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medicamentos y atenciones especiales que una persona que en su condición y
avanzada edad requiere diariamente, las grises pretensiones resultan contrarias
a los valores, principios, fines y metas Constitucionales, razón por la cual, la
suspensión de la presión de sobrevivientes le representa a mi mandante, la
afectación de sus derechos fundamentales y el mínimo vital de una persona al
borde de la desaparición como ser humano.

Asimismo, la Entidad sustentó como argumentos para la solicitud del decreto de
medidas cautelares, lo siguiente:

“Es necesario precisar que la voluntad de conformar hogar y mantener
una comunidad de vida, son elementos distintivos y esenciales del grupo
familiar, los cuales, en criterio reciente y reiterado de la Corte Suprema de
Justicia: (...)

En vista de lo anterior, se debe acreditar la vocación de estabilidad y
permanencia, por lo tanto, no se tienen en cuenta aquellas relaciones
casuales, circunstanciales, incidentales, ocasionales, esporádicas o
accidentales que haya podido tener en vida el fallecido pensionado,
EDUARDO VILLATE BOBADILLA (q.e.p.d.) con la señora LISBETH CECILIA
GONZALEZ ALVAREZ. Se busca evitar que con base en vínculos adquiridos a
último momento y convivencia que no tenga el carácter de permanencia,
se origine el derecho a sustituir, en forma vitalicia, una prestación.

Es así como se concluye que la señora LISBETH CECILIA GONZALEZ ALVAREZ,
nunca fue compañera permanente del causante EDUARDO VILLATE
BOBADILLA, razón por la cual no cumple los requisitos establecidos en el
artículo 13 de la Ley 797 de 2003, para hacerse beneficiaria de la pensión
de sobrevivientes”
(Subrayado fuera del texto original)

En respuesta de lo anterior, se reitera el objetivo real y material de la pensión de
sobrevivientes, que implica favorecer al núcleo familiar del causante que se
presenta cuando el causante fallece sin haber reunido las exigencias para
acceder al derecho pensional y, por ende, sin tenerlo reconocido. Asimismo, se
precisa que el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 13 de
la Ley 797 de 2003, establece quiénes son los beneficiarios de la sustitución

WWW.MALAVERAABOGADOS.COM
Calle 19 No. 3A-37 OF 905 Torre B Edificio Procoil – Bogotá D.C.
Teléfonos: 60 (1) 3416614 - 314-3629971.-
E– mail: malavera.abogados@gmail.com

http://www.malaveraabogados.com
mailto:malavera.abogados@gmail.com


JAVIER MALAVERA DAZA
ABOGADO

pensional o de la pensión de sobrevivientes. Al respecto, el literal a) de la
referida norma dispone que el cónyuge o compañero permanente del
causante será beneficiario de forma vitalicia, siempre que tenga 30 o más años
de edad y acredite que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su
muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos
con anterioridad a su muerte.

El referido requisito de convivencia, atado al factor temporal antes aludido, se
constituye en una exigencia de la cual pende el derecho al reconocimiento de
de una pensión de sobrevivientes, en calidad de beneficiario, y se tiene que el
requisito de convivencia que se exige para el reconocimiento de una pensión
de sobrevivientes, más allá de estar circunscrito al hecho de compartir techo,
lecho y mesa, se dirige a acreditar la existencia de un proyecto de vida
construido y desarrollado comúnmente entre el eventual beneficiario y el
causante, soportado en las bases de la solidaridad, la ayuda y el socorro
mutuo, situación que fue acreditada por mi mandante, quien por espacio de
largos años, hizo convivencia efectiva, física y material con el causante, a quien
en tal virtud, la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL Y
PARAFISCALES DE LA PROTECCION SOCIAL UGPP, mediante acto administrativo
No. RDP 19017 del 28 de mayo de 2017, ordenó el reconocimiento y pago de la
pensión de sobrevivientes con ocasión del fallecimiento del señor EDUARDO
VILLATE BOBADILLA, identificado con C.C. No. 17.182.134, ocurrido el 13 de
febrero de 2018, en favor de mi mandante, en calidad de compañera
permanente del causante, con una participación del 100%, convivencia que en
todo caso le gastó toda su vida laboral.

En ese sentido, resulta claro que la cohabitación, si bien constituye un factor
importante, no es una exigencia insoslayable de la cual dependa la existencia
de la convivencia, en tanto la vida por separado puede encontrar justificación
en circunstancias médicas, laborales, sociales, emocionales, etc., según las
dinámicas del diario vivir, las necesidades, el querer de las personas, y el hecho
de no compartir vivienda no se desprende inexorablemente la inexistencia de
la convivencia.

Dicho esto, me permito invocar los artículos del 229 al 241 del CPACA, que
regularon las medidas cautelares que se pueden decretar en los procesos
declarativos que se adelanten ante la jurisdicción de lo contencioso
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administrativo, las cuales tienen como finalidad “proteger y garantizar,
provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia”.
Igualmente, las mencionadas disposiciones normativas establecieron que la
solicitud de la medida debe estar debidamente sustentada.

Así mismo, el CPACA se ha referido al “amplió el campo de análisis que debe
adelantar el juez competente y el estudio de los argumentos y fundamentos
que se deriven de la aplicación normativa o cargos formulados contra el acto
administrativo demandado que podrán servir de apoyo a la decisión de
suspensión provisional, dando efectivamente prelación al fondo sobre la forma
o sobre aspectos eminentemente subjetivos” (Subrayado fuera del texto
original), lo cual, implica el estudio de la vulneración de las normas superiores
invocadas junto la interpretación y aplicación desarrollada
jurisprudencialmente en sentencias proferidas por el órgano de cierre de la
jurisdicción.

En consecuencia, le corresponde al juez de la causa realizar un análisis
probatorio profundo y lograr un mínimo de certeza respecto de la existencia o
no de la comunidad de vida entre el eventual beneficiario y la causante, en
aras de descartar o confirmar, según el caso, que entre ambos tuvo lugar
apenas un vínculo circunstancial sin vocación de permanencia. Lo expuesto
hasta este punto pone en evidencia una serie de hechos que, desde un primer
acercamiento al debate, esto es, previo a la etapa probatoria que se debe
surtir en el proceso, no arrojan un mínimo de certeza y claridad acerca de la
existencia o inexistencia de convivencia entre el demandado y la causante, y
generan un espectro de duda sobre una parte de la información de la que se
tiene conocimiento.

Es por ello, que el hecho de decretar la suspensión provisional de los efectos de
la resolución No. RDP 19017 del 28 de mayo de 2018 , partiendo del flaqueable
sustento de la Entidad, quien invoca la duda, o aún más, la afirmación volátil
acerca convivencia de la demandada y su compañero permanente fallecido,
resulta adverso a los derechos constitucionales de mi mandante partiendo de
una incertidumbre.

Por lo anterior, solicito que se deje sin efecto el auto que decretó las medidas
cautelares solicitadas por la Entidad, y que en su lugar, se continúe brindando la

WWW.MALAVERAABOGADOS.COM
Calle 19 No. 3A-37 OF 905 Torre B Edificio Procoil – Bogotá D.C.
Teléfonos: 60 (1) 3416614 - 314-3629971.-
E– mail: malavera.abogados@gmail.com

http://www.malaveraabogados.com
mailto:malavera.abogados@gmail.com


JAVIER MALAVERA DAZA
ABOGADO

protección constitucional a la dignidad humana, el mínimo vital y la seguridad
social que se adquiere con la pensión de sobrevivientes otorgada a mi
mandante mediante Resolución No. RDP 19017 del 28 de mayo de 2018,
mediante la cual se reconoció y ordenó pagar pensión de sobrevivientes con
ocasión del fallecimiento de Eduardo Villate Bobadilla.
Agradezco su atención y oportuna colaboración a la presente.

Con todo respeto me suscribo del señor Juez,

Atentamente,

JAVIER MALAVERA DAZA
T.P. No. 165.521 C.S.J.
C.C. No. 80.155.080 Bogotá
Correo: malavera.abogados@gmail.com
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